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Resumen 

 

La presente investigación aborda las modificaciones sustanciales que durante los últimos 

tres años (2020 -2023), se han presentado en Colombia con el Derecho Disciplinario; es así 

que, el objetivo principal de este estudio es poder describir esas vicisitudes surgidas en 

particular con los legales cambios suscitados con el interesante Derecho Disciplinario, como 

consecuencia del pronunciamiento que en el mes de julio del año 2020 hizo la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos; inicialmente la idea era que el Código General 

Disciplinario al declarar inexequible la Ley 734 de 2002, empezara a regir con las novedades 

que contenía y toda la nueva propuesta que desarrollaba tal ley, sin embargo, al pronunciarse 

la Corte Interamericana por la demanda que había impetrado un ex alcalde del Distrito Capital, 

la cual resultó desfavorable para la República de Colombia, fundamentalmente se avizoró la 

necesidad de introducir modificaciones a ese Código General Disciplinario que, hasta ahora 

entraría en vigencia; es así entonces, como procede el legislador y gesta la Ley 2094 de 2021 

y poder cumplir con lo ordenado por ese organismo internacional. Pareciese así pues que, era 

suficiente con las dos señaladas leyes disciplinarias que, se abrían campo legal en nuestro país 

y así se demostraría que se acogía lo ordenado por el señalado estamento Internacional, empero, 

en igual sentido ab posteriori se emite la Sentencia C-030/2023, en la cual la Corte 

Constitucional Colombiana se encargó de esclarecer conceptos y procedimientos y así evitar 

galimatías en la aplicabilidad de la ley disciplinaria, surgiendo allí unos “Remedios 

Constitucionales” y poder cumplir a cabalidad con lo que la Corte Internacional estipuló, 

obteniendo así a hoy, tanto la ley 1952 de 2019, como su básica ley modificatoria la 2094 de 

2021 y complementando toda la movilidad legal del Derecho Disciplinario en Colombia se 

debe dar aplicación a lo manifestado por el jurista en la Sentencia C-030 de 2023; se resalta 

que, otrora simplemente se conocía una ley disciplinaria y era utilizada como tal, en la 

actualidad se conocerá el compendio legal señalado que, como se indica emerge luego que la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos hace su claro pronunciamiento y se preocupa por 

el seguimiento del mismo para que, el país lo acoja y aplique en forma legal como corresponde 

y es por ello que, no puede permanecer incólume esa trascendental área del derecho. 

 

Palabras clave: Derecho Disciplinario, Ley 1952 de 2019, Corte Interamericana de Derecho 

Humanos, Corte Constitucional Colombiana, Normatividad disciplinaria vigente.  
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Introducción  

 

El Derecho Disciplinario es una temática que reviste de suma importancia y compete de 

modo alguno a todos en nuestro país, por ello, menester resulta conocer la normatividad actual 

aplicable a temas conductuales de los servidores públicos y de los particulares que cumplen 

función pública, se debe aprender palmariamente del innovador procedimiento aplicable a las 

causas disciplinarias que hoy se conocen; las leyes del Derecho Disciplinario y las Sentencias 

más destacadas en este sentido, se tornan de interés para poder comprender de mejor manera 

todo lo relativo al Derecho Disciplinario Colombiano, el cual es único a nivel internacional.  

En este contexto, se resalta que la disciplina es uno de los pilares que todas las entidades del 

Estado procuran mantener y encauzar cuando por diferentes situaciones tiende a vulnerarse, 

tomando el carácter de ejemplarizante y su categorización se advierte en el entendido de esas 

características excepcionales que, inevitablemente debe tener quien se desempeña como 

servidor público y por lo que está al servicio de la comunidad. 

De tal modo el presente trabajo que, corresponde a una investigación socio jurídica de 

carácter descriptiva, recopila la normatividad y jurisprudencia actual de trascendencia en lo 

que al Derecho Disciplinario respecta, siendo menester hacer el recorrido en las leyes que, en 

otrora han regido en nuestro país en la temática del Derecho Disciplinario, llegando al momento 

actual donde se destaca no solo una ley, sino una completa normatividad que, parte de un 

pronunciamiento internacional y que, a su vez da la connotación de mucha más importancia a 

esta área del derecho que, se advierte con absoluta autonomía e interdependencia. 

Puede observarse como desde lo sustantivo y procedimental del Derecho Disciplinario 

actual, se han introducido significativos cambios de cuenta del jurista y ellos encaminados a 

dos propósitos fundamentales como lo son el conservar la moralidad administrativa y a su vez 

evitar la corrupción en nuestro país y de presentarse vestigios de irregularidades en el 

cumplimiento del deber de los servidores públicos y particulares que cumplen función pública, 

poder entonces, adoptar las correctas medidas disciplinarias del caso, conservando la 

observancia de la ley en general y esencialmente dando prioridad al reconocimiento de los 

derechos fundamentales. Se presentan tanto las leyes vigentes, como las actuales sentencias 

emitidas en el escenario nacional y en el internacional y poder comprender ese trasegar del 

Derecho Disciplinario, aunque queda un pendiente legal, como lo es, la publicación del estatuto 

disciplinario que regirá para los servidores públicos de elección popular ya que con ello sí se 

cumplirá cabalmente lo dispuesto por la Corte Internacional de Derechos Humanos. 
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1. Planteamiento del problema 

 

Referirse a la temática general del Derecho Disciplinario actualmente en Colombia, es 

admitir inevitablemente su dinámico y prolífico ejercicio normativo, ejercicio tal que está 

revestido de absoluta importancia y se evidencia materializado cuando se confirma que todo lo 

concerniente al Derecho Disciplinario como tal, resulta cada vez más propicio para ser 

conocido por todos en nuestro país, debiendo  propenderse porque de forma efectiva se 

encuentren informados y actualizados de esta marcada categoría, tanto los servidores públicos, 

como los particulares que cumplen función pública, de acuerdo al ámbito de aplicación 

normativa y los sujetos disciplinables (Ley 1952 de 2019), valga comprender así que, este tema 

puntual de la normativa disciplinaria en nuestro entorno actual, exterioriza ciertas vicisitudes 

que se asumen por nuestro Estado colombiano y por tanto se ponen al conocimiento general 

para ser de aplicabilidad por las esferas públicas incluyendo en igual sentido a los particulares 

que les afecte. 

En tal entendido se tiene que palmariamente en este momento social, se encuentra la 

temática relativa al Derecho Disciplinario como objeto de juiciosos estudios, de nuevas teorías,  

de profundas reflexiones y hasta de efectivos espacios de capacitación liderados en forma 

directa por la Procuraduría General de la Nación principalmente, conociéndose entonces que 

desde el año 2020 y hasta el mes de febrero del  2023, a las gestadas leyes en materia 

disciplinaria se les ha concedido la publicidad y aplicabilidad legal del caso y se cuenta además 

con el surgimiento de trascendentales pronunciamientos en las Altas Cortes tanto en el ámbito 

nacional, como desde la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Precedentemente se citó 

el año 2020 como el momento cuando inicia el cambio de normatividad disciplinaria y es 

trascendental tal año porque era donde debía comenzar la legal vigencia y aplicabilidad del 

Código General Disciplinario, empero, debe recordarse así que, tal código ni siquiera alcanza 

a estar vigente y se prorroga su entrada en vigencia e inician esos cambios profundos en el 

ambiente disciplinario del país. 

Es por ello que, menester resulta examinar en forma minuciosa tanto la normatividad 

disciplinaria en sí, como los actuales pronunciamientos jurisprudenciales de diferente índole 

para poder afirmar que, se conoce de tan valiosa temática relativa al Derecho Disciplinario que 

en términos generales es un tema público afincado al Ius Puniendi del Estado y por ello a todos 

concierne, como sin dudas, igualmente nos atañe tener pleno conocimiento de aquellas 

vicisitudes que en torno al grueso de la Disciplina en general se han venido suscitando en 
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Colombia; como lo afirma Novoa Buendía (2022), actualmente esta rama del derecho se ha 

convertido en uno de los principales referentes de justicia, toda vez que durante las últimas 

décadas ha sido uno de los instrumentos jurídicos más competente en la lucha contra la 

ineficacia administrativa como también, eficiente instrumento contra la corrupción. 

En Colombia en la actualidad puede observarse latente preocupación tanto de la 

Procuraduría General de la Nación, como órgano autónomo que encabeza el Ministerio Público 

desde la constituyente del año 1991, como del Ejecutivo en sí y de las Instituciones Públicas 

en general, por fortalecer fundamentalmente ese carácter de interdependencia que caracteriza 

al Derecho Disciplinario y su marcada autonomía en relación con otras destacadas disciplinas 

del derecho para el logro de su efectividad cardinalmente y de otra parte, existe latente interés 

respecto de esa garantía brindada por la acción disciplinaria y sus efectos legales ante 

irregularidades que emergen en el cumplimiento del deber público y/o alrededor del mismo. 

 Valga precisarlo entonces, los notorios e interesantes aspectos del Derecho Disciplinario, 

es decir, tanto la autonomía, independencia y la efectividad, se hayan entrelazados con su gran 

propósito el cual es prevenir, observar y conservar la disciplina teniendo en cuenta lo 

trascendental de su existencia, y ello básicamente haciendo presencia en la labor desempeñada 

por los servidores públicos e incluyendo en forma inevitable a los particulares que cumplen 

función pública, propósito tal que apunta por  regular la conducta de estos y a su vez garantizar 

la buena marcha de la administración estatal, teniendo como objeto de protección el deber 

funcional de los sujetos disciplinables (Gómez, 2011). 

No obstante, la nutrida normatividad disciplinaria que actualmente se utiliza, contrario 

sensu otrora que había sido el derecho disciplinario regido por una sola ley (Ejemplo de ello, 

la Ley 200 de 1995 y la Ley 734 de 2002), ello no es óbice para considerar que fluye en tal área 

inseguridad jurídica, siendo conveniente así tener ese acertado acercamiento al conjunto de 

normas y sentencias actuales que rigen para la materia y con esa cercana relación poderse 

evidenciar que claramente sigue siendo cada vez más valioso todo el tema disciplinario en 

Colombia  y valga precisarlo se tiene un reconocimiento muy meritorio y es que, el Derecho 

Disciplinario nuestro, resulta ser único en el mundo tanto que, se alcanza a tener también un 

estudio científico de este Derecho Disciplinario como lo refiere Gómez Pavejau (2011). 

             Concluyentemente, se defiende esa categoría de autonomía e independencia de la 

cual se reviste el destacado asunto Disciplinario en Colombia, ello pese a las vicisitudes de las 

cuales a la fecha se recubre tal tema en general, al respecto la actual Procuradora General de la 

Nación, especifica que el derecho disciplinario está más fuerte que nunca para luchar contra la 
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corrupción y viene defendiendo esta alta funcionaria pública que, el ejercicio de la función 

disciplinaria no puede entenderse como el capricho o la decisión arbitraria de una entidad como 

la Procuraduría, por el contrario “Es una función que resulta sustancial para el cumplimiento 

de los fines esenciales del Estado”. (Cabello, 2023). 

Desde esta postura y teniendo en cuenta la información descrita precedentemente y ante esa 

novedosa normatividad, e innovador sistema surgido por primera vez en Colombia respecto de 

todo lo que concierne a la Disciplina, se pretende sin dubitaciones entonces, con este serio 

trabajo investigativo proceder a examinar esas vicisitudes relativas al Derecho Disciplinario 

que partiendo del año 2020 y hasta el año 2023, vienen siendo de trascendencia, teniendo 

presente que estrictamente han surgido y se han modificado leyes por situaciones y dinámicas 

del país y por tanto resultan interesantes para ser conocidas básicamente por su carácter público 

y de connotación erga omnes. En igual sentido se presenta el estudio de la jurisprudencia 

Internacional y Nacional que respecto del tema últimamente ha surgido.    

  Sin hesitación alguna se anota que, día a día el Derecho Disciplinario se reviste de mayor 

alcance sobre todo por la relación de la Disciplina con el cumplimiento de disposiciones 

constitucionales y legales que arrojan en igual sentido como resultado efectivo que, desde el 

control disciplinar pueda enfrentarse un álgido, mayúsculo y constante problema estatal de 

connotación inclusive internacional, como lo es “La Corrupción”. 

De manera tal que, conocidas de fondo las incidencias que rodean el Derecho Disciplinario 

esencialmente por la proliferación normativa y además por la vigencia de conceptos 

jurisprudenciales tanto de nuestro país como especialmente el pronunciamiento de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el año 2020, ello no obsta para que en Colombia se 

pueda dar aplicabilidad correcta y legal a esta temática generalizada. 

 Es de destacar que, con juiciosas y exhaustivas investigaciones como la presente, donde se 

esclarece el por qué a diferencia de otrora a la postre se tienen más leyes para ser aplicadas en 

este ámbito público disciplinar, así como contar con el pronunciamiento de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, la cual viene marcando un hito en Colombia a este 

respecto y además incluirse la ley que el Congreso Colombiano debe gestar próximamente, la 

cual concierne al estatuto para servidores públicos de elección popular, puede exponerse 

entonces que, al conocerse en forma general esa innovadora normatividad a aplicar, se enruta 

el claro propósito de divulgación y conocimiento de las leyes y jurisprudencias que circundan 

al Derecho Disciplinario en Colombia.  
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1.1 Formulación del problema 
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2. Justificación 

 

Conocer las leyes que circundan el Derecho Disciplinario en Colombia, se avizora cada vez 

más como una gran necesidad,  tal normatividad se reviste de absoluto interés en los  ámbitos 

tanto públicos como particulares del país que, sin dudas, vale señalar claramente representan 

en esos escenarios esa manifiesta significancia en el entendido que, el Derecho Disciplinario 

pese a su carácter eminentemente público, no en pocas ocasiones involucra a particulares y allí 

es donde en ciertas circunstancias descansa toda esa trascendencia de la cual reviste 

indispensablemente porque en un momento dado y por ciertas situaciones puede verse afectado 

el interés general, el cual moviliza la insigne tarea de protección dentro del Estado de Derecho; 

en ese orden de las cosas, es de puntualizarse que, a partir del año 2019 y hasta el año 2023, se 

han gestado determinaciones de altas cortes y nuevas normas que ameritan ser bien conocidas, 

responsablemente examinadas y específicamente comprendidas por el conglomerado.  

La intención de tener al tapiz de una juiciosa investigación tanto la actual ley disciplinaria 

como de igual forma, las modificaciones que se han venido gestando con tales leyes  

disciplinarias en Colombia, tiene como objetivo esencialmente, abordar tal conocimiento de 

esa normatividad comprendiendo por qué las modificaciones suscitadas han sido necesarias y 

como indisputablemente se ha sumado a esta labor legislativa, algunos pronunciamientos de 

las Altas Cortes en todos los niveles (Nacional e Internacional) y abordar de manera perspicua 

su certera y razonable aplicabilidad legal y actualizada propicia a este momento social. 

Se viene destacando que exponer la temática respecto del Derecho Disciplinario, 

infaliblemente se reviste de importancia para el conglomerado en general y en forma concreta 

en lo que incumbe al basto campo jurídico, observando que una gran mayoría de estudiosos del 

derecho llegan a tener directa e indirecta relación con el Estado y por ello entonces, con esta 

disciplina del derecho, en cuanto al rol tanto de otras profesiones, como del particular que 

cumple función pública se cuenta con que, igualmente sus conductas también serán regidas por 

esta normatividad. 

En este sentido es de resaltarse en términos generales que el Estado en sí viene atacando, 

aspectos como la ineficiencia administrativa y la corrupción y pretende desestructurarlos en 

forma absoluta e inexcusablemente desde la prevención y luego de ser necesario desde la 

misma acertada intervención y aplicabilidad de normas disciplinarias que, finiquita 

normalmente con la imposición de correctivos disciplinarios; así las cosas, ese significativo 

Derecho Disciplinario que viene logrando su autonomía e interdependencia y que cuenta con 



13 

 

tan loable propósito se considera como muy efectivo para procurar básicamente cumplir con 

los fines del Estado contemplados constitucionalmente.   

Debido al alcance teórico – legal de esta investigación, siendo esta una exploración gestada 

y organizada por un estudiante de Derecho, se vislumbra que innegablemente tendrá 

significativa connotación en la academia en general, resultando así como un aspecto de estudio 

notable, en el entendido que el futuro Abogado y los mismos profesionales del Derecho, al 

moverse en el campo jurídico y desarrollar roles que los pueden ubicar como Servidores 

Públicos, Abogados Litigantes, Particulares que cumplen función pública, catedráticos en 

general y hasta docentes universitarios, en esas ocupaciones se evidencia la imperiosa 

necesidad de conocer en forma inteligible toda la normatividad legal y vigencia general de todo 

lo que al Derecho Disciplinaria respecta.   

Es de indicarse metódicamente en el mismo sentido que, esta investigación propende por 

convertirse en un cierre – apertura a averiguaciones afincadas en el pre citado Ius Puniendi del 

Estado y que, si bien es cierto el resultado de una estructurada investigación disciplinaria sería 

lograr en la etapa de juzgamiento la imposición de una sanción disciplinaria siendo la más 

gravosa de ella la Destitución e Inhabilidad General de cometerse una falta gravísima – dolosa; 

no puede obviarse que el verdadero carácter de esta sanción está básicamente encaminado a 

encauzar la disciplina y servir como ejemplarizante en la entidad donde tenga ocasión tal 

juzgamiento, lo que representa siempre que tiene la Disciplina un carácter preventivo, 

disuasivo y ejemplarizante y  por ello la necesidad de que la normatividad sea ampliamente 

conocida, incluyendo esas vicisitudes que ha tenido que soportar actualmente. 

En términos generales, logra comprenderse mejor la temática del derecho disciplinario en 

nuestro país, advirtiendo sus vicisitudes y auscultando en las modificaciones que se han 

presentado principalmente desde el año 2020 y hasta el año 2023, sobre todo porque no es 

potestativa la aplicación de las leyes y Sentencias actuales de esta área, como tampoco puede 

convertirse en justificación alguna el desconocimiento total o parcial de la normatividad actual 

disciplinaria colombiana y se muestra recalcitrante entonces, el interés de esta completa 

indagación de tal materia.  

En complemento de la información recreada ut supra y para mejor comprensión del paso a 

paso del Derecho Disciplinario en Colombia durante los últimos años, se comparte la siguiente 

síntesis: 
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LÍNEA DE TIEMPO NORMATIVIDAD DISCIPLINARIA EN COLOMBIA.   

 

 

  

 

Fuente: Propia. 

 

 Corolario de lo descrito, se re afirma que el trabajo de investigación ahora 

responsablemente desarrollado hace un aporte fundamental a la academia en general, es así 

que,  en primer lugar el aspecto académico se beneficia notablemente,  porque como se ha 

venido señalando precedentemente, la información expuesta da claras luces de todo lo surgido 

desde el año 2020 y hasta el año 2023 con la temática disciplinaria en Colombia y con ello se 

permite que ese conocimiento indispensable relativo a esta especial jurisdicción se visualice, 

se interiorice y se materialice.  

Y de igual forma se procede a examinar una línea de tiempo en cuanto a la normatividad 

disciplinaria que definitivamente permite que, se comprenda cada vez mejor la generalidad del 

Derecho Disciplinario en nuestro país partiendo desde su génesis y llegando a este momento 

social donde por primera vez se tiene en un área especial el pronunciamiento de un estamento 

internacional y que asumido por el Estado, debe apreciarse tanto en la estructuración como en 

la aplicabilidad de esa área del derecho. 
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3. Objetivos 

 

3.1 Objetivo general 

Describir las vicisitudes que han surgido en Colombia en materia de Derecho Disciplinario 

desde el año 2020 al año 2023, como consecuencia del pronunciamiento de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el caso Petro Urrego Vs. Colombia.   

 

3.2 Objetivos especifico 

• Identificar en forma detallada las vicisitudes del Derecho Disciplinario en Colombia 

del año 2020 al año 2023, posteriores al pronunciamiento de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos en el caso Petro Urrego Vs. Colombia.   

 

• Conocer los aspectos trascendentales a la luz de la Sentencia de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos (Año 2020), respecto del Derecho Disciplinario en Colombia y sus 

leyes, la 1952 de 2019 y la Ley 2094 de 2021. 

 

• Establecer la normatividad disciplinaria vigente en Colombia, teniendo de presente la 

Sentencia C- 030/2023 de la Corte Constitucional, en cumplimiento al pronunciamiento de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 08.07.2020. 
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4. Marco referencial 

 

4.1 Antecedentes  

Entre los estudios consultados que aportan elementos jurídicos de información general a la 

presente investigación se encontraron interesantes investigaciones que, permiten relacionar 

teórica y conceptualmente el contexto del tema central de la presente averiguación. A tal efecto, 

Tarazona (2021) en la investigación denominada “Sistema de control interno disciplinario: 

vicisitudes y modificaciones a partir del código general disciplinario (Ley 1952 de 2019)”, 

indica que su propósito investigativo estuvo orientado a analizar los cambios y vicisitudes de 

modificación, dadas por la Ley 1952 de 2019, al sistema de control interno disciplinario. Anota 

que tales cambios tuvieron su origen en el marco de la transformación social y jurídica de la 

Constitución Política de 1991 (Congreso de la República -1991), y los fallos de orden 

convencional que generaron la necesidad por darle mayor garantía a los disciplinados. Y qué 

por ello privilegio como formulación de la pregunta ¿En qué medida la ley 1952 de 2019 

modifica el sistema de control interno disciplinario de las entidades estatales? Desarrollando 

una metodología analítica, descriptiva y explicativa.  

A esto se agrega que, desde la promulgación de la Constitución Política de 1991, el Estado 

colombiano atravesó un cambio en sus paradigmas conllevándolo a convertirse en el actual 

Estado Social y Democrático de Derecho; afirma la investigadora que esa evolución del modelo 

estatal trajo también algunas reformas en todas las áreas del derecho y elevo otros campos a un 

nivel de constitucionalización, como lo fue la relación de sujeción entre la nación y el Estado. 

Que surgen entonces los servidores públicos como especiales sujetos de regulación jurídica 

quienes, al tenor de la norma constitucional, poseen una relación laboral, penal, administrativa 

y disciplinaria diferente a aquellos servidores de régimen de derecho privado. 

El contenido formal de la investigación referenciada fue estructurada en tres (3) momentos 

que desarrollan tres objetivos específicos a saber: i) Código General Disciplinario: vocación 

constitucional y sancionatoria en este se abordara lo relativo a los aspectos constitucionales y 

de mera legalidad que trajo consigo la Ley 1952 de 2019; ii) titulado Sistemas de Control 

interno disciplinario: forma de sancionar pre judicial, se hace un abordaje de lo relativo al 

funcionamiento del control interno disciplinario; iii) Aspectos de reforma introducidos, la Ley 

1952 de 2019. Tarazona Ruiz, J. L. (2021)  

Con la generalidad precisada respecto de la interesante investigación efectuada, fácil resulta 

evidenciar que si bien es cierto la temática estudiada por Jenifer Liceth Tarazona (2021), quien 
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funge como investigadora en el referenciado artículo, dable resulta establecer que difiere el 

objeto de las investigaciones, por cuanto la citada se centra en el sistema de control disciplinario 

interno y la que aquí desarrolla está haciendo esa mirada reflexiva en Colombia a su Derecho 

Disciplinario y la nutrida normatividad con la que se cuenta en la actualidad; en ese orden de 

ideas y pese a que hasta el título de las investigaciones tiene algunas expresiones parecidas, 

desde el mismo título Tarazona (2021), en igual sentido se centra a referirse al Código General 

Disciplinario como protagonista de esa indagación efectuada.   

Celis (2021) presentan un estudio denominado “Cambios del derecho disciplinario en 

Colombia desde la constitución política de 1991”, destacando en dicha investigación lo 

siguiente, dice la autora que consideró muy importante ahondar en los cambios que el Derecho 

Disciplinario en Colombia viene presentado, pues este se ha convertido en una herramienta 

primordial que busca regular el actuar de los funcionarios del Estado. Celis (2021), considera 

imperativo, transitar por cada una de las normas que existen en nuestra legislación, y así 

demostrar lo que ha sido el proceso disciplinario desde la Constitución Política de Colombia 

de 1991 hasta la actual reforma de la Ley 2094 del 29 de junio de 2021. 

             Que con ello presenta su investigación, convirtiéndose un documento práctico según 

la autora, que puede brindar aportes significativos a aquellos estudiantes y/o profesionales del 

derecho que desean iniciar su actividad laboral, ejerciendo su profesión en defensa de los 

intereses tanto del Estado como de los sujetos disciplinables y así puedan obtener conocimiento 

de la normatividad que ha existido en Colombia en materia disciplinaria, además que  

vislumbrando los grandes cambios que el legislador ha tenido que realizar, debido a motivos 

culturales, sociales y sobre todo políticos, con el fin de poder vigilar y controlar el adecuado 

actuar de los servidores públicos y particulares que cumplen funciones públicas, y así se dé un 

adecuado uso de los recursos públicos en cumplimiento a los fines estatales, Celis (2021). 

                   Puede en este punto finiquitarse que, la diferencia de lo anotado 

precedentemente con lo plasmado en esta investigación es palmaria y su más connotada 

diferenciación radica precisamente en que el estudio actual no se centra en el estudio concreto 

de tres leyes disciplinarias como sí lo hace la anterior investigadora, además en esta 

investigación la ley no es la única que se viene detallando, sino que en igual sentido se da 

prelación y se revistió de importancia total a la luz de destacadas sentencias de la Corte 

Constitucional y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  

                  Rodríguez (2019) en el estudio “Naturaleza del Derecho Disciplinario: 

Vicisitudes en la jurisprudencia para su Construcción Autónoma e Independiente en Colombia” 
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indica que, en nuestro país, la autonomía e independencia del Derecho Disciplinario ha sido 

aceptada por la mayoría de los actores en el campo jurídico, pero, que tal posición no ha logrado 

absoluta consolidación. Dice el autor que la construcción de la jurisdicción disciplinaria ha 

posibilitado adquirir conceptos propios que profesen y pregonen su independencia. Dentro de 

los cuales, los más relevantes son los elementos mismos de la responsabilidad disciplinaria y 

que a pesar de ello, debido a la necesidad de los operadores jurídicos por interpretar las normas, 

y revisar que estas disposiciones normativas estén alineadas con la Constitución, se han abierto 

múltiples debates sobre cada elemento de la responsabilidad (tipicidad, ilicitud sustancial y 

culpabilidad) hasta el punto de tornarse en un impedimento para consolidar a esta ciencia como 

autónoma. Rodríguez (2019). 

Aduce el investigador que, los desafortunados análisis de la jurisprudencia constituyen la 

causa más relevante para las aristas que no permiten la contundencia de la autonomía Derecho 

Disciplinario, que entonces debido a tal problemática, es que, a lo largo de este texto se procede 

a analizar los tres elementos de la responsabilidad disciplinaria. Asegura que el corazón de su 

indagación general es el análisis de la jurisprudencia colombiana, detallando algunos 

pronunciamientos de las altas cortes en diferentes lapsos temporales. Rodríguez (2019). 

Difiere la planteada información con el grueso de la investigación desarrollada en el 

entendido que, en sus argumentos se orienta el investigador en una de las importantes 

características del derecho disciplinario como lo es la autonomía y si bien es cierto en esta 

temática se menciona esa característica del área tratada, no representa ella la columna vertebral 

de la averiguación, como sí lo es, esa actualidad del derecho disciplinario que, invita a conocer 

de normatividad vigente y pronunciamientos jurisprudenciales en diferentes niveles que, se 

concluirá no es potestativo, ni a voluntad tal consideración y sí es básica al momento de 

accionar dentro de esta disciplina del derecho que a todos en el país concierne. 

En lo concerniente a los antecedentes disciplinarios de índole internacionales que en cuanto 

a este referente se hallan estudiados, se encuentran los siguientes:  

Gómez (2023) – Universidad de Salamanca - España, en su disertación “Luchar contra la 

corrupción es luchar contra la criminalidad organizada”, expuesta durante la celebración del 

primer congreso internacional de derecho disciplinario que tuvo lugar en la ciudad de 

Cartagena – Bolívar, durante los días 23 y 24 de noviembre de 2023, expuso que, en 

ciertamente la corrupción afecta de manera directa los Derechos Humanos y permite que se 

prolifere gran desconfianza en el Estado, ocasionando en igual sentido palpable desgaste 

institucional. 
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El catedrático  Ignacio Berdugo Gómez de la Torre (2023), Profesor Emérito y Catedrático 

de Derecho Penal de la Universidad de Salamanca, manifestó que, este flagelo de la corrupción 

en nuestro país, ha pasado por momentos de estallido y ello ha sido de cierto modo nocivo por 

la imagen del país ante la comunidad internacional y que, se aprecia que verdaderamente 

cambia el concepto de la situación relativa al tema álgido de la corrupción en Colombia, en el 

entendido que, ya las funestas consecuencias no se muestran como resultado del accionar de 

delincuentes, narcotraficantes o ciertas bandas delictivas organizadas en general, sino que, lo 

que llama poderosamente la atención es que, sean altos administrativos en su gran mayoría 

servidores públicos quienes se vean afectando a Colombia desde diferentes aristas.  

Anota el catedrático internacional que, como resultado de aquel desviado e irreversible, 

actuar quienes enfrentan en mayor manera negativos resultados son en su mayoría grupos 

sociales marginados, situación que demanda respuestas nuevas y muy urgente por parte del 

Estado y de las instituciones. Gómez De La Torre, I.B. (2023) 

Para el precitado doctrinante, el contexto político, económico y social que tan novedoso 

resulta y en el cual encuentra asidero amplío la corrupción, debe evitarse desde el Estado el 

hecho de simplificarlo y que no se pretenda buscar soluciones exclusivamente por ciertas ramas 

y/o disciplinas del derecho como tal, que, debe asumirse que en la actualidad Colombia 

representa un Estado evolucionado y por eso la forma de abordar asuntos como el referido se 

ha modernizado y se convierte así el derecho sancionatorio en general, en un valioso recurso 

que permite minimizar los riesgos y le es dable al Estado capitalizar esta cuestión en favor de 

los intereses de todos. Gómez (2023). 

“La corrupción es el lado negativo del poder. Solamente puede ser corrupto quien tiene 

poder”, agregó Gómez De La Torre, I.B. (2023). 

Finalmente, Berdugo Gómez de la Torre hizo puntual referencia a que resulta fundamental 

en nuestro país continuar con la lucha implacable y sin descanso contra la corrupción que, 

partiendo se tener la connotación de administrativa trasciende tal esfera y fronteras; por lo que, 

de interés resulta la contundente voluntad política y antes de poner en funcionamiento el 

sistema judicial, super vigilar actuaciones y conductas de servidores e instituciones públicas. 

Es de resaltarse que se da prioridad a esta información de carácter internacional porque 

presenta ciertas características interesantes, la primera de ellas confirmar que trasciende del 

carácter nacional toda la temática de corrupción administrativa y la segunda y no menos 

importante que, coincide la postura del catedrático internacional con la expuesta en algunos 

apartes de esta averiguación en cuanto al especial cuidado que merece esa actividad y accionar 
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tan destacado a cargos de servidores públicos y funcionarios que cumplen función pública en 

Colombia. 

En igual sentido y de ese carácter internacional se encuentra lo dilucidado Elizabeth Powers 

-EE.UU- (2023), quien durante la realización del primer congreso internacional de derecho 

disciplinario que tuvo lugar en Colombia, desarrolló la temática relativa a “Mecanismos de 

lucha contra la corrupción: experiencia comparativa de EE.UU. y rol del Derecho Disciplinario 

en Colombia”, Powers es funcionaria norte americana y se desempeña como Jefe de la División 

de Fortalecimiento del Estado de Derecho Sección de Asuntos Antinarcóticos y Aplicación de 

la Ley, Embajada de Estados Unidos en Colombia. 

En términos generales, procedió esta funcionaria internacional a precisar que, ciertamente 

en Estados Unidos no cuentan con un área del Derecho conocida como Derecho Disciplinario 

como tal y que, por ello entonces, tampoco existe en su país y con creación legal una 

procuraduría general de la nación. Powers (2023). 

Informa Powers (2023), que actualmente quienes se encargan de esta temática relacionada 

con la disciplina son 33 funcionarios que se les conoce como Inspectores Generales y son 

básicamente quienes tienen legales funciones relacionadas con esa vigilancia legal del 

comportamiento de quienes laboran para el estado americano en general. 

Aduce la funcionaria que, dentro de las básicas actividades de los inspectores se cuenta con 

evitar el fraude, impedir el abuso de poder y en términos generales procurar por la Integridad, 

eficiencia y rendimiento y capacitación de funcionarios, agrega además que, para confirmar 

que esa destacada tarea legalmente se cumple, se exige en forma legal que se rindan de manera 

constante tres informes que tienen que ver con Informes comunes de auditorías, informes de 

inspección e informes de evaluación e investigación. Powers (2023). 

Puede inferirse entonces que, de conocimiento general resulta que en Estados Unidos no 

existe una procuraduría general de la nación como en nuestro país, pero, de todas formas, esa 

tarea estatal con marcada características de prevención y luego ejecución ciertamente se 

presenta y coincide también la forma en que se regula en ese país a quienes sirven a la 

comunidad es coincidente con Colombia. 

En esta síntesis de las informaciones de Berdugo y Powers (España y Estados Unidos), se 

resalta que, a tales catedráticos internacionales les resulta plausible y por ello hacen el 

respectivo reconocimiento tanto a la Procuraduría General de la Nación por la labor que, viene 

desarrollando en pro de evitar la corrupción en Colombia. Es evidente en este sentido, culminar 

anotando que, si bien la información expuesta es de interés difiere de esta investigación. 
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4.2 Marco teórico  

 

4.2.1  La Disciplina y su valor trascendental en la administración pública en 

Colombia. 

 

Menester resulta para la mejor comprensión de la temática ahora esbozada en la presente 

investigación, examinar en forma general el nuevo Código General Disciplinario (Ley 1952 de 

2019) y su Ley modificatoria 2094 de 2021 – básicamente teniendo como referente lo 

estipulado en la normatividad que le antecede como lo es la Ley 734 de 2002, la cual fue se 

reconoce por haber sido de aplicabilidad legal por tantos años. 

Sin embargo, antes de adentrarnos a tan destacada temática, ciertamente importante resulta 

exponer la génesis del Derecho Disciplinario en Colombia, contando que desde 1819 cuando 

el prócer Simón Bolívar planteó aquella necesidad de poder tener una figura que representase 

el poder moral en los ordenamientos de aquellas naciones, allí ya surgía todo este asunto 

relativo tanto a los principios dentro de la administración pública, como lo concerniente de 

modo alguno al Derecho Disciplinario; teniendo así como base esa inquietud de otrora gestada 

por Simón Bolívar, sin dudas, revestida de certeza y necesariedad con el paso de los años se 

empieza a erigir como tal el Derecho Disciplinario convirtiéndose con el trasegar del tiempo, 

en parte integral de los esfuerzos por asegurar la ética y la moralidad pública y desde allí 

observando de cuenta primordialmente de la administración pública el incólume respeto 

absoluto por el ordenamiento jurídico en general y la justicia en particular. Cabello (2023). 

Ahora ubicados en la promulgación de nuestra Constitución Política del año 1991, se denota 

que el Estado colombiano cambia trascendentalmente sus paradigmas y elementos 

constitutivos, evolucionando de un Estado de Derecho a un Estado Social y Democrático de 

Derecho, inevitablemente con esa evolución del modelo estatal, se inician igualmente 

profundas modificaciones en todas las áreas del derecho y la constitucionalización se refleja 

marcadamente en todos estos escenarios; surgiendo como destacados en los principales 

espacios la relación de sujeción con el Estado y entonces, se categorizan los servidores públicos 

como especiales sujetos de regulación jurídica, quienes al tenor de la norma constitucional, 

poseen una relación laboral, penal, administrativa y disciplinaria diferente a aquellos servidores 

de régimen de derecho privado. Tarazona (2021). 
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Así mismo puede estudiarse que, Comanducci (2017) aduce que esos trascendentales 

cambios se deben a la caracterización del neo constitucionalismo y que han facilitado la 

fundamentación jurídica y constitucional de todos los escenarios sociales y políticos.  

Indudablemente una gran prueba de lo estipulado precedentemente en lo que concierne en 

forma directa a la fundamentación jurídica evidenciando el constitucionalismo, es la 

importancia que cada vez más marcada se abre camino en nuestro país con el Derecho 

Disciplinario, siendo posible precisar que pese a que desde la Carta Política de 1991,  cuando 

se separa el Ministerio Público del Ejecutivo ya se comienza con el claro reconocimiento de 

esta área disciplinar como importante, es hasta el año 2002 que se conoce la Ley que recopila 

el régimen disciplinario para servidores públicos y particulares que cumplen función pública y 

desde allí tal reconocimiento se advierte con carácter de interdependencia sobre todo del 

derecho penal.   

Fue así entonces que la Ley 734 de 2002, estuvo vigente por cerca de dieciocho (18) años y 

ya en el año 2019 es cuando se conoce el nuevo Código General Disciplinario  (Ley 1952 de 

2019), presentando la citada ley profundos cambios tantos sustanciales, como procesales, entre 

los que se destacan, entre otros de igual interés: La adopción de un único procedimiento 

disciplinario, el régimen probatorio nuevo y ateniente al Derecho Disciplinario, los beneficios 

que se conceden a los investigados que decidan confesar y el contemplar la segunda instancia 

disciplinaria para todos los procesos que tengan lugar ante los diferentes competentes 

disciplinarios; ello obedecía en principio a un proyecto de Ley que había estado constituyendo 

una comisión de Abogados entendidos en la materia a fin de que se produjese el cambio del 

estatuto disciplinario en nuestro país. Pinzón (2023). 

Así se advertía una ley no solo completa, sino en definitiva bastante novedosa, pese a ello, 

se empiezan a avizorar vicisitudes en torno a la entrada en vigencia de la ley, ello teniendo en 

cuenta la manifestación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y es cuando se 

equilibra el pronunciamiento de esta alta corte internacional con lo ya establecido en la norma 

y en forma de complemento nace la Ley 2094 de 2021, que valga precisarlo en igual sentido 

encuentra gran soporte para su total desarrollo y estructuración legal en la Sentencia C-030 de 

2023.  

La normatividad (Las tres leyes señaladas), al igual que las pronunciamientos de las Altas 

Cortes (Corete Constitucional y Corte Interamericana de Derechos Humanos), confirman que 

antes de la Constitución de 1991, en cierto modo era subvalorado el Derecho Disciplinario 

como tal y a falta de acciones disciplinarias acertadas muchas de las situaciones acaecidas en 
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aquella época y que involucraban precisamente servidores públicos visualizando malas 

conductas, fue imposible que contarán con controles y/o acciones preventivas. Es así entonces 

que, llama poderosamente la atención que, en la actualidad no se cuente aún con el estatuto 

para el servidor público, que, es una responsabilidad que recae sobre el legislador y completar 

así lo concerniente a toda la normatividad disciplinaria cumpliendo el fallo de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. (CIDH 08.07.2020) 

 

4.2.2 El Derecho Disciplinario instrumento idóneo en la conducta de los 

servidores públicos. 

 

Bernal (1999), aduce que el derecho disciplinario se aplica en el marco de relaciones de 

subordinación entre el funcionario y el Estado, para exigir obediencia y disciplina en el 

ejercicio de la función administradora e imponer sanciones por la violación de los deberes, las 

obligaciones y la inobservancia de las prohibiciones e incompatibilidades que la ley establece 

para el ejercicio de la función pública; es así que puede estipularse que, palmariamente el 

objetivo en sí del Derecho Disciplinario, es conservar, mantener y recuperar la disciplina al 

interior de las administraciones públicas, en este sentido, la citada área del derecho, se ocupa 

de las áreas de prevención, intervención y ejecución lideradas por la Procuraduría General de 

la Nación, significando que por cuenta de esta entidad del Estado siempre se supervigila esa 

conducta ejemplar que debe demostrar el servidor público.  

 La actividad disciplinaria recae también, y en mayor medida, sobre las funciones  y tareas 

que a diario deben cumplir todos los servidores, es decir, si cierto es que, la marcada 

trascendencia del Derecho Disciplinario se da precisamente por la moralidad pública y los 

temas de anticorrupción, cierto es en igual sentido que, tiene toda relevancia lo relativo a lo 

cotidiano y su control, adoptándose entonces medidas disciplinarias tanto con los actos de 

indisciplina que pareciesen irrelevantes pero, que atentan contra la buena marcha de la 

administración, que son los relativos al incumplimiento de los horarios, la demora en la 

realización de los deberes, el trato indebido al público, entre otros comportamientos graves.  

El derecho disciplinario, es considerado en definitiva como la herramienta adecuada para 

conservar la disciplina de los servidores públicos y recuperarla si esta se encuentra 

transgredida. Como se ha venido anotando esa connotación se abre paso con el constituyente 

de 1991, siendo así válido recordar cómo se estructuró el Estado para gestar esa Carta Política 

y como se sigue reflejando al día de hoy tal estructura, a saber:   
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En la estructura del Estado con la cual se cuenta desde 1991 y que así queda reflejado en 

nuestra Constitución Política, (Congreso de la República-1991), se estable: 

 

Figura 2. Estructura del Estado Colombiano. 

 

 

 

  

 

4.2.3 La autonomía e independencia del Derecho Disciplinario en Colombia. 

 

Caviedes (2016), asevera que, pese a los esfuerzos académicos, jurídicos y dogmáticos, el 

Derecho disciplinario dependerá del Derecho Administrativo y el camino hacia su 

independencia estará cargado de los fantasmas de las figuras jurídicas del derecho penal, sin 

embargo, es otra la postura tanto del constituyente de 1991 cuando independiza el Ministerio 

Público de la rama ejecutiva, como de la misma Procuraduría General de la Nación cuyo 

espíritu por lograr el propósito de esa entidad, procura por presentar progresivamente un 

Derecho Disciplinario autónomo y sin dependencia alguna del Derecho Administrativo que es 

su esencia, pero, no representa su dependencia, ni del derecho penal del cual se apoyó en 

trascendentales aspectos, aspectos que hoy día se le han otorgado como propios, tales como el 

sistema probatorio. 

Aunque la discusión sigue latente en importantes espacios del ejercicio público respecto de 

continuar dependiendo el Derecho Disciplinario básicamente del Derecho Administrativo por 

varias de sus aristas, en ese sentido solo se plasma en esta indagación un criterio adoptado de 

las nutridas lecturas realizadas para alimentar esta investigación y desde las pruebas que 
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muestra básicamente la Procuraduría General de la Nación y así indicar que, en 

categóricamente sí se reviste el Derecho Disciplinario de autonomía e independencia, esos 

aspectos que cuentan son: El ascenso vertiginoso de esta área del derecho en nuestro país. El 

desarrollo conceptual por los aportes doctrinales realizados. La producción de excelentes obras 

que desarrollan esta temática, que Colombia sea ejemplo en la evolución y estructuración del 

Derecho Disciplinario, entre otra temática en igual sentido muy destacada. 

En posteriores acápites de la investigación en igual sentido, se hará referencia a la evolución 

que ha presentado el Derecho Disciplinario y ese crecimiento de esta disciplina del derecho se 

evidencia básicamente en identificar que cada vez más tiene su identidad propia, que, en la 

actualidad todo lo que respecta al procedimiento en materia disciplinar es caracterizado por sus 

propios aspectos sustanciales y procesales, principalmente debe identificarse para confirmar su 

interdependencia el sistema probatorio y el procedimiento único disciplinario y en este punto 

valga anotar la postura asumida a este respecto y que reflejará la discusión final  . 

En tal entendido y en esa defensa por cuenta de la Procuraduría General de la Nación, por 

presentar ese Derecho Administrativo cada vez más independiente afirman que cada vez más 

se exporta un mejor Derecho Disciplinario desde nuestro país; la figura que se presenta a 

continuación confirma ese génesis de autonomía, a saber: 

 

Figura 3. Órganos de Control. 

 

 

 

 
Fuente: elaboración propia adaptada de Margarita Cabello Blanco, (2013). 
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La descrita precedentemente fue la forma en que la Constituyente de 1991, consideró debía 

conformarse el Ministerio Público y con ello reviste a estos órganos de autonomía e 

independencia; encabeza el Ministerio Público la Procuraduría General de la Nación, la 

Defensoría del pueblo y las personerías distritales y municipales; es así que presenta nuestra 

Carta Política para la materialización de las libertades y todos los fines constitucionales 

básicamente a la Procuraduría General de la Nación, la cual sustrajo del ejecutivo, encargando 

a tal entidad de custodiar, promover y divulgar los Derechos Humanos, le corresponde en igual 

sentido intervenir en los procesos judiciales y hacer efectiva la función preventiva y 

disciplinaria. (Margarita Cabello, 2023).  

 

4.3 Marco Conceptual 

 

En este espacio del documento se consignan algunos conceptos interrelacionados y 

revestidos de contundencia para comprender más y mejor la temática investigada; es así que se 

comienza con la mayor definición acorde con la indagación general como lo es, El Derecho 

Disciplinario, en tal respecto se tiene que la Corte Constitucional (2012) lo define, así: 

“Integrado por todas aquellas normas mediante las cuales se exige a los servidores 

públicos un determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones, 

independientemente de cuál sea el órgano o la rama a la que pertenezcan” y agregó que: 

“Ello hace parte de las condiciones mínimas inherentes a la actividad oficial, que 

resultan imprescindibles para la eficiente atención de los asuntos a cargo del Estado, 

motivo por el cual su mantenimiento, merced a un ordenamiento jurídico especial de 

reglas y sanciones, no solamente constituye derecho sino que es ante todo deber del 

Estado. “El derecho disciplinario es, pues, consustancial a la organización política y 

tiene lugar preferente dentro del conjunto de las instituciones jurídicas.”  

Siendo de aceptación la expuesta amplía y considerada conceptualización de lo que en 

nuestro país representa el Derecho Disciplinario en forma inevitable también lo es, admitir la 

interdependencia de esta importante rama del derecho, esos destellos que se aprecian 

claramente al referirse a un ámbito de aplicación en particular, con unos destinatarios 

específicos de tal normatividad y hasta con principios y sistema probatorio propio 

palmariamente lo torna autónomo y si bien es cierto, se integra de las otras especialidades del 

derecho, cierto es también que, con aspectos como los expuestos precedentemente sí propende 

por demostrar esa autonomía ya concedida constitucionalmente. 
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La Responsabilidad Disciplinaria, según la consejera Ponente Sandra Lisset Ibarra (2019), 

desde la Sección Segunda del Consejo de Estado se precisaron los tres elementos que 

componen la responsabilidad disciplinaria, es decir lo que se deben acreditar por cuenta de la 

autoridad disciplinaria y así poder lograr la correcta y legal imposición de una sanción. 

Siendo tales: La tipicidad, se traduce en comprender que los destinatarios de la ley 

únicamente pueden ser investigados y luego sancionados de ser del caso, por comportamientos 

descritos como falta disciplinaria en la ley vigente. La ilicitud sustancial, se concibe como 

como la afectación objetiva al deber funcional del servidor público o particular que cumple 

función pública, no se exige como tal un daño material y con la sola infracción de los deberes 

contentivos en la Carta Política, las leyes, los reglamentos, los contratos de trabajo o los 

manuales de funciones, se estructura el injusto disciplinario, significando ello que debe 

atentarse con esa conducta el buen funcionamiento del Estado.  

Finalmente, se advierte el elemento relativo a la culpabilidad, que es la posibilidad de exigir 

otro comportamiento al sujeto disciplinado, la cual solo puede darse por las modalidades de 

culpa o dolo.     

La Misionalidad Disciplinaria, se afirma desde la misma Procuraduría General de la Nación 

que, ciertamente desde tal ente se despliegan tres aspectos de suma importancia para lograr la 

efectividad de su tarea constitucional y esos aspectos son: La Misionalidad Preventiva, La 

Misionalidad de Intervención y la Misionalidad Disciplinaria y aunque todas revisten de 

mayúscula importancia, para el caso investigado se privilegia esta última misionalidad en el 

entendido que, es el ente autónomo citado anteriormente el encargado de uno de los poderes 

más álgidos que el país no puede dejar perder, como lo es el poder moral. Es así entonces que, 

desde la constitución de 1991, como se ha venido puntualizando la Procuraduría General de la 

Nación tiene la misión de representar a los ciudadanos y velar por la protección de los derechos 

y deberes y el respeto por el orden justo, entre otras de sus destacadas misiones estatales. 

 Claramente ha validado esto la efectividad de la Procuraduría como ente autónomo e 

independiente y con el aumento de la tipología disciplinaria que avanza al momento de contar 

al día de hoy tanto con la Ley 1952 de 2019, como con la Ley 2094 de 2021 reflejando esta 

última todos los ajustes legales a lugar para así lograr entonces, un Derecho Disciplinario cada 

más efectivo y garantista.  

Sin dudas, en este acápite vale precisar en igual sentido ese resumido procedimiento único 

disciplinario que cuenta con ciertas etapas procesales legales, a saber: 
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Figura 4. Etapas procesales del procedimiento disciplinario. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

Fuente: Elaboración propia. 

 

 

 4.4 Marco Legal 

               Seguidamente se enuncia la normatividad disciplinaria y Sentencias 

trascendentales en Colombia, con una breve reseña respecto de lo que tratan, haciendo 

referencia solo a este compendio en el entendido que, fundamentalmente es el que, de manera 

directa compete a la investigación en curso, a saber:  

 

1). Código Disciplinario Ley 200 de 1995, conocido como el primer Código Disciplinario 

Único, desde este compendio legal se advierte la lucha para que a esta parcela del Derecho se 

le reconozca su autonomía e independencia y que no sea vista como una de las especies del 

derecho administrativo o del derecho penal. Sanjuan (2022). Su vigencia y aplicabilidad 

permaneció hasta el año 2002, se caracterizó principalmente por presentar tanto la clasificación 

de las faltas disciplinarias, como de las sanciones correspondientes, las cuales se clasificaban 

en principales y accesorias. Pinzón (2023), aduce que la Ley 200 del año 1995, puede 

considerarse como el primer sismógrafo que empezó a medir el respeto de los derechos 

fundamentales en el marco de la actuación disciplinaria. (Ley 200 de 2995) 

2). Código Disciplinario Único para Servidores Públicos Ley 734 de 2002, este código 

permaneció vigente por cerca de Dieciocho (18) años, dentro de sus principales características 

se cuentan el sistema de numerus apertus, los tipos en blanco, generalidad de las faltas 

gravísimas, no contaban con régimen probatorio propio, tampoco ofrecía algunos beneficios 

INDAGACIÓN PREVIA. 

INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA. 

CIERRE DE INVESTIGACIÓN. 

ETAPA DE JUZGAMIENTO. 
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por confesión de los investigados disciplinariamente y entre otros asuntos permitía que algunos 

procesos tuviesen el carácter de única instancia. Esta ley se presenta garantista en sí misma 

representando ese respeto por principios y derechos constitucionales y legales al que está 

obligado el Derecho Disciplinario. (Ley 734 de 2002).  

3). Ley 1952 de 2019, Por medio de esta ley se expide el Código General Disciplinario, y 

se derogan tanto la Ley 734 de 2002 como algunas disposiciones del estatuto anticorrupción 

(Ley 1474 de 2011), atinentes al Derecho Disciplinario. Trascendental normatividad que en el 

campo de la disciplina marca un hito por sus conceptualizaciones y marcadas modificaciones 

del Sistema Disciplinario que le antecedía y presenta unos novísimos aspectos sustanciales, 

procesales y hasta en los principios y aspectos dogmáticos como tal; esta Ley en términos 

generales presenta una nueva dinámica para tramitar las actuaciones disciplinarias, un único 

procedimiento disciplinario, un sistema probatorio propio y valga decirlo todos esos cambios 

introducidos con el único fin de consolidarse como corresponde el derecho disciplinario con 

su autonomía e independencia otorgada constitucionalmente. 

4). El Plan de Desarrollo Nacional (Ley 1955 de 2019), esta normatividad en su artículo 

140 ordenó la prórroga de la entrada en vigencia del Código General Disciplinario, hasta el día 

1 de julio de 2021.    

5). Sentencia del 8 de julio de 2020, caso República de Colombia VS. Gustavo Petro 

Urrego – Corte Interamericana de Derechos Humanos. En la citada sentencia, y conforme se 

expone en la justificación del proyecto de Ley 423 de 2021 Senado1 (Congreso de la República, 

2021), la estructura del procedimiento previsto en el ordenamiento jurídico colombiano para el 

ejercicio de la potestad disciplinaria, no se adecuaba a los estándares internacionales mínimos 

que componen el debido proceso, y tampoco observaba los límites que deben observarse a la 

hora de restringir derechos políticos de funcionarios elegidos democráticamente. 

6). Ley 2094 de 2021, esta normatividad tiene su génesis con el propósito de ajustar el 

ejercicio de la facultad sancionatoria disciplinaria a lo dispuesto por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos, surgido por el caso Petro Urrego vs Colombia. 

7). Sentencia C-030 de 2023 (Corte Constitucional Colombiana), Al ser demandado el 

artículo primero de la Ley 2094 de 2021, los juristas se pronunciaron concluyendo que, la 

Procuraduría General de la Nación conservará,  la potestad disciplinaria en los términos en que 

le fue atribuida por mandato constitucional y que, en ese orden de ideas, de acuerdo a lo 

consagrado constitucionalmente les compete “Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial 

de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular”. Que, en efecto, 
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es posible garantizar la reserva judicial para la imposición definitiva de las sanciones 

disciplinarias de destitución, suspensión e inhabilidad, que en tal sentido la institucionalidad 

creada por la Ley 2094 de 2021 permite garantizar la reserva judicial para la imposición 

definitiva de las mencionadas sanciones a los servidores públicos de elección popular, en 

ejercicio del cargo, mediante la intervención del juez de lo contencioso administrativo. 

Sentencia C-030 (2023). 

 A parte del importante acopio legal resumido precedentemente, a manera de 

información válido resulta traer a colación en igual sentido el cuadro demostrativo de algunas 

de las referenciadas leyes y otra más antiguas que nos permiten visualizar como funcionaba 

con base en la Ley la temática relativa a la clasificación de las faltas y sanciones disciplinarias 

y haciendo tal recorrido presentar en forma sucinta como está conforma la ley actual.      
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Fuente: Elaboración propia. 

Figura 5. Cuadro demostrativo evolución normativa en cuanto a la “Clasificación de las 

Faltas y Sanciones Disciplinarias” en Colombia. 

 

 

 

NRO.  

 

DESCRIPCIÓN LEY. 

 

TEMA. 

 

OBSERVACIONES. 

 
01. LEY 13 DE 1984. Por el cual se establecen 

normas que regulan la 

administración del 

personal civil y demás 

servidores que prestan 

sus servicios en la Rama 

Ejecutiva del Poder 

Público en lo nacional.  

La norma se empieza a 

referir a la clasificación 

de las faltas (Graves y 

Leves), a su naturaleza y 

efectos, a las 

modalidades y 

circunstancias del hecho. 

02. Decreto 482 de 1985. Por el cual se reglamenta 

el régimen disciplinario 

consagrado en la Ley 13 

de 1984. 

Estipuló la clasificación 

de las faltas 

disciplinarias graves y 

leves señalando los 

criterios para tipificarlas 

y consagró 

puntualmente las 

sanciones disciplinarias. 

03. LEY 200 DE 1995. Código Disciplinario 

Único. 

Presenta la clasificación 

de las faltas 

disciplinarias como 

Gravísimas, Graves y 

Leves; se estableció 

catálogo de faltas 

gravísimas. 

04. LEY 734 DE 2002. Código Disciplinario 

Único. 

Las faltas disciplinarias 

gravísimas quedaron 

consagradas 

taxativamente y la 

gravedad o levedad de la 

falta se estipulaba con 

criterios legales 

establecidos en la 

referenciada norma. 

05.  LEY 1952 DE 2019. Código General 

Disciplinario. 

En esta ley se 

clasificaron las faltas 

disciplinarias como 

gravísimas, graves y 

leves, quedando en 

forma exclusiva 

codificadas las faltas 

gravísimas, en tanto que, 

de los artículos 

referentes a deberes y 

prohibiciones, se 

deducen las faltas graves 

y leves.  
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5. Metodología 

 

La investigación con método cualitativo, en el que se buscan todos esos significativos 

cambios que ha presentado el Derecho Disciplinario en nuestro país. Desde la metodología de 

la investigación jurídica, se definen los siguientes elementos para el objetivo general de la 

investigación (Arango, 2013): 

 

5.1 Tipo de investigación 

El tipo de estudio corresponde a una investigación socio jurídica de carácter descriptiva. 

Este tipo de investigación se encarga de estudiar la facticidad del derecho y contrastar las 

normas jurídicas tal como operan en la cotidianidad y en el contexto social (Barragán, 2023),  

evidenciando entonces toda la información y las situaciones que han permitido los citados 

cambios en esta disciplina del Derecho los últimos tres años, tomando como referencia el 

presente año donde se desarrolla la investigación. Desde la metodología de la investigación 

jurídica, se definen los siguientes elementos para el objetivo general de la investigación 

(Arango, 2013).  

 

5.2 Diseño de investigación 

El diseño corresponde a una investigación de diseño bibliográfico, es decir, se hizo uso de 

la indagación documental con el propósito de determinar esas vicisitudes que han rodeado el 

Derecho Disciplinario en Colombia entre los años 2020-2023, teniendo de presente en igual 

sentido los pronunciamientos de las Altas Cortes a nivel Nacional e Internacional.  

 

5.3 Método de investigación: 

El método de investigación será de enfoque cualitativo. Se utilizan datos cualitativos para 

contar con la información necesaria y entonces poder concluir que realmente se adentró en el 

estudio del Derecho Disciplinario actual colombiano, conociendo inclusive en forma detallada 

sus vicisitudes.    

 

5.4 Fuentes de información 

Se emplean como fuentes primarias la normatividad de carácter nacional y legal, respecto 

básicamente del Derecho Disciplinario en Colombia, además de los pronunciamientos de las 
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Altas Cortes a nivel Nacional e Internacional, así como fuentes secundarias artículos, tesis y 

publicaciones en torno a la temática planteada y seriamente investigada.  

  

La técnica de recolección seleccionada es el análisis documental (Jurisprudencial) para la 

identificación de los postulados normativos sobre los cuales se justifica el tema investigativo 

aquí planteado.   
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6. Resultados 

 

Debe anotarse que, en definitivas los resultados de este juicioso estudio de investigación 

tiene como asidero jurídico principalmente la Ley 1952 de 2019 “Código General 

Disciplinario”, en concordancia con su Ley modificatoria la Ley 2094 de 2021, debe tenerse 

presente así mismo que, para comprender esta normatividad y su vigencia, en igual sentido fue 

objeto de análisis juicioso, tanto otras leyes importantes que, con el trasegar y en su vigencia 

permitieron enseñanzas y la correcta estructuración del Derecho Disciplinario actual, como los 

diferentes pronunciamientos jurisprudenciales actuales, es así que, como se viene anotando 

referirse a la normatividad disciplinaria en Colombia, conlleva a la exposición de unos datos 

que se revisten de absoluto interés y valga precisarlo en igual sentido, conlleva la normatividad 

disciplinaria a tener en cuenta las vicisitudes que, se movilizan alrededor de un tema que, día 

a día avanza en importancia y de manera vertiginosa crece en el ámbito legal estatal; a 

continuación puede observarse en esta distribución capitular, que, se escogieron unos aspectos 

del Derecho Disciplinario los cuales permiten al lector espontaneo comprender en detalle todos 

los elementos legales que, subsume este tema de interés general en nuestro país por las 

connotaciones inherentes al mismo. 

 

6.1 Algunas concepciones de la Ley disciplinaria en Colombia y su marcada evolución. 

 

Conveniente resulta recordar que el Derecho Disciplinario es una de las manifestaciones 

del Ius Puniendi del Estado, por lo que, dentro de las entidades públicas este derecho se 

convierte en un instrumento muy útil en el campo jurídico y preventivo básicamente,  en el 

entendido que, la esencia de esta disciplina del derecho es la de prevenir y presentados 

hechos que atenten contra la disciplina como tal en los diferentes estamentos estatales se 

deben adoptar medidas que, permitan tanto que se proceda a encauzar la disciplina por las 

conductas irregulares que pudiesen haberse adoptado, como que tales medidas 

disciplinarias sean de algún modo divulgadas para la eficacia de la misma se evidencie y 

puedan prevenirse futuras transgresiones por cuenta de los servidores públicos y los 

particulares que, cumplen función pública al código general disciplinario como tal. 

Significando lo anterior que, pese a que la idea procurar la prevención en lo que a la 

disciplina en la función pública respecta, el otro aspecto que caracteriza tal derecho es el 

ejemplarizante y por ello no solo se hacen públicas las decisiones que puedan adoptarse 
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dentro de un proceso, sino que, en igual sentido se procura por re dirigir aquel anómalo 

comportamiento. 

Desde otrora se viene estableciendo que, cuando se trata el tema de función pública, en igual 

sentido se da prioridad al Derecho Disciplinario y todo lo que a este concierne, ello es simple 

y es que, la única conducta y comportamientos de las personas que tienen determinado 

control y hasta sanción, son precisamente de aquellas personas que, están al servicio del 

Estado; básicamente es de considerarse que, por el carácter erga omnes que tienen las 

medidas gubernamentales se procura porque los servidores públicos que, están normalmente 

a cargo de la ejecución de esas acciones que están marcadas de la misma manera por el 

interés general, sean ciudadanos ejemplares, con conocimiento de aquellos principios que 

caracterizan al servidor público y sobre todo con un fuerte sentido de pertenencia por todo 

lo que, concierne al cumplimiento de sus funciones administrativas. 

Es de resaltarse en igual sentido que, mediante el derecho disciplinario la administración 

realiza los fines del Estado, toda vez que, previene y sanciona aquellos comportamientos 

que afectan su normal desenvolvimiento, a esto se debe entonces que, la misma sanción 

disciplinaria tenga esas claras pretensiones preventivas y correctivas como se ha venido 

puntualizando y se encamine así esta importante rama del derecho público, en pretender el 

correcto, legal y ejemplarizando funcionamiento de la administración. 

El derecho público interno, cuenta con una de las especialidades más trascendentales como 

lo es el derecho disciplinario, gozando este de una dogmática autónoma e independiente, 

cuenta con unas categorías y principios que se configuran a partir de su especial naturaleza; 

siendo indispensable permitirse en este criterio exponer lo relativo a las relaciones de 

sujeción especial, al principio de cobertura legal, a la ilicitud sustancial y al principio de 

culpabilidad. 

En lo que atañe a la evolución del derecho disciplinario en sí, debe indicarse sin temor a 

errores que, esta es una especialidad que dentro de todo lo que se refiere a lo público en 

nuestro país ha estado en constantes cambios, destacadas modificaciones e invaluable 

crecimiento, pasa de ser una disciplina del derecho muy apoyada en la jurisdicción penal y 

con su clara génesis en el derecho administrativo, a convertirse en disciplina autónoma con 

ciertas características que le son propias y con unos propósitos marcados que, permiten no 

solo el cumplimiento de presupuestos constitucionales, sino el hacer reverencia a ese 

carácter preventivo que la caracteriza. 
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En este aspecto de la evolución del área disciplinar investigada se debe advertir que, las 

referencias que se exponen como evolutivas en estos apartes no están ligadas directamente 

a una línea de tiempo del derecho disciplinario como tal en el entendido que ese tema 

precedentemente se plasmó y en lo que respecta a este acápite se trata es precisamente de 

advertir una generalizada e interesante evolución que, ciertamente puede consignarse como 

resultado de esta averiguación que, vale puntualizar esa etapa evolutiva que al ir de la mano 

con el momento social del país y los resultados obtenidos con las investigaciones 

disciplinarias mas importantes que se han efectuado, ubican esta área del derecho en esa 

permanente y necesaria evolución legal y social. 

Entre otros destacados temas ligados en forma directa a la evolución del derecho 

disciplinario, es de indicar que, se presenta entonces el nuevo código general disciplinario 

(Ley 1952 de 2019), que entre otros aspectos novedosos destacó: 

 

Novedades sustanciales. Novedades procesales. 

El código general disciplinario considera y 

establece nuevos principios. 

Se procede a adoptar un procedimiento 

disciplinario único. 

En el nuevo código general disciplinario, se 

ajustaron derechos y deberes. 

Desde que se surte la notificación de la 

investigación disciplinaria, se conceden 

nuevos beneficios por confesión. 

Temas novedosos relativos a la tipicidad, 

ilicitud sustancial y la culpabilidad. 

Se adopta un sistema propio en cuanto al 

régimen probatorio disciplinario. 

Modificaciones en lo concerniente a las 

figuras de caducidad y prescripción. 

Cambios en lo relativo a términos legales 

para descargos, recursos y notificaciones. 

Completa y distinta presentación del 

régimen de sanciones. 

Todos los procesos disciplinarios contarán 

con segunda instancia. 

 

Fuente: Elaboración propia. 

 

Los anteriores fueron esos cambios principales tanto sustanciales como procesales que, 

presenta el derecho disciplinario en Colombia y consagrados en la ley 1952 de 2019, la cual 

entró en vigencia el día 29 de marzo de 2022,  derecho este que, como se ha venido 

precisando a la fecha  continúa afrontando ciertas vicisitudes en cuanto a  tales temas y 

básicamente los concernientes a aspectos  sustanciales como procedimentales, 
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esencialmente por esos cambios introducidos por pronunciamientos de los juristas en el 

escenario nacional e internacional y que, en modo trascendental marcan inevitablemente la  

importancia de esta  área del derecho público que, sigue tomando tanta fuerza legal en 

nuestro país. En términos generales, los aspectos novísimos introducidos en el nuevo código 

general disciplinario, se resumen, a saber:  

Formulación de nuevos principios, readecuación algunos principios. adecuación de las 

sanciones, redosificación del cuantum punitivo. estipulación sistemática de las faltas 

gravísimas, consolidación de la tipicidad disciplinaria, normas para particulares – función 

pública, notificaciones – término legal, procedimiento único disciplinario y régimen 

probatorio autónomo, entre otras modificaciones de igual interés. 

Con el fin de asumir en mejor forma esa evolución del derecho disciplinario en Colombia y 

a la cual se viene refiriendo este capítulo, para mayor comprensión de la temática se expone 

a continuación ese cuadro comparativo que resulta de las últimas tres leyes disciplinarias 

con su principal información, a saber: 

 

LEY 200 DE 1995 

CÓDIGO 

DISCIPLINARIO 

ÚNICO. 

LEY 734 DE 2002 

CÓDIGO 

DISCIPLINARIO 

ÚNICO. 

LEY 1952 DE 2019 

CÓDIGO GENERAL 

DISCIPLINARIO. 

177 artículos. 224 artículos. 265 artículos. 

En cuanto a faltas 

disciplinarias gravísimas: 

Artículo 25. 5 numerales y 2 

literales (a, 2 numerales y b, 

con 5). 

En cuanto a faltas 

disciplinarias gravísimas: 

Artículo 48. 63 numerales y 

adicionados los numerales 

64 y 65. 

En cuanto a faltas 

disciplinarias gravísimas: 

Artículos del 52 al 65, con 

un total de 93 numerales y 

tiene un régimen particular 

esa clasificación de las 

faltas gravísimas.  

Procedimiento ordinario y 

verbal ante el procurador. 

vigencia 7 años. 

Procedimiento ordinario y 

especial ante el procurador. 

vigencia 17 años. 

Procedimiento unificado 

disciplinario. 

Entro en vigencia el día 

22.03.2021. 

Fuente: Elaboración propia. 
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De acuerdo a esta recopilación legal, se logra evidenciar que han sido vertiginoso los 

cambios suscitados fundamentalmente desde el año 1995 al año 2021 y de este año al 2023, 

en lo que al derecho disciplinario en Colombia respecta y a continuación en forma específica 

se muestra como ha evolucionado la temática relativa a las sanciones disciplinarias en 

particular que, evidentemente se tornan diferentes con la ley que en vigencia se encuentra. 

 

6.1.1. La evolución del régimen sancionatorio disciplinario 

 

Precedentemente se han precisado algunos aspectos que en forma directa incumben a 

esas distintas concepciones del derecho disciplinario en nuestro país y se muestra el 

resumen de carácter evolutivo que viene presentando esa normatividad; a continuación, 

entonces se muestra en forma perspicua y sucinta los datos legales de evolución en lo 

atinente al régimen de las sanciones disciplinarias que de acuerdo a la norma vigente se 

ha impuesto, teniendo en cuenta entonces tal temática así: 

 

LEY 200 DE 1995 – RÉGIMEN SANCIONTARIO: 

 CAPÍTULO SEGUNDO. 

 Contempla lo relativo a las sanciones en los siguientes artículos: 

 Artículo 28º.- Clasificación de las sanciones. Las sanciones se clasifican en principales 

y accesorias. 

 Artículo 29º.- Sanciones principales. Los servidores públicos estarán sometidos a las 

siguientes sanciones principales: 

 1. Amonestación escrita. 

 2. Multa "con destino a la entidad correspondiente", hasta el equivalente de noventa 

(90) días del salario devengado en el momento de la comisión de la falta. En los casos 

en que se haya decretado la suspensión provisional la multa será pagada con el producto 

de los descuentos que se le hayan hecho al disciplinado.  

 3. Suspensión de funciones sin remuneración hasta por noventa (90) días, para quienes 

se encuentren vinculados al servicio. 

 4. Destitución. 

 5. Suspensión del contrato de trabajo "o de prestación de servicios personales", hasta 

por noventa (90) días.  

 6. Terminación del contrato de trabajo "o de prestación de servicios personales".  
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 7. Remoción. 

 8. Desvinculación del cargo de conformidad con lo previsto en el numeral l del artículo 

278 de la Constitución Política. 

 9. Pérdida de la investidura para los miembros de las corporaciones públicas, de 

conformidad con las normas de la Constitución y la Ley que la regule.  

 10.Las demás sanciones que se establezcan en regímenes disciplinarios especiales 

aplicables a la fuerza pública. 

 11.La destitución de un cargo de libre nombramiento o remoción para el cual fue 

comisionado un servidor de carrera, o que se desempeñe por encargo, implica la pérdida 

del empleo de carrera del cual es titular y la pérdida de los derechos inherentes a ésta. 

 Artículo 30º.- Sanciones accesorias. Son sanciones accesorias las siguientes: 

 1. Las inhabilidades para ejercer funciones públicas en la forma y términos 

consagradas en la Ley 190 de 1995.  

 2. La devolución, la restitución o la reparación, según el caso, del bien afectado con la 

conducta constitutiva de la falta, siempre que ellas no se hayan cumplido en el proceso 

penal, cuando la conducta haya originado las dos acciones.  

 3. La exclusión de la carrera. (Ley 200/1995) 

 

 LEY 734 DE 2002 – RÉGIMEN SANCIONTARIO: 

 CAPÍTULO SEGUNDO 

 Clasificación y límite de las sanciones, consagrado en el articulado siguiente: 

 ARTÍCULO 44. Clases de sanciones. El servidor público está sometido a las siguientes 

sanciones: 

 1. Destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o realizadas con 

culpa gravísima. 

 2. Suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para las faltas graves 

dolosas o gravísimas culposas. 

 3. Suspensión, para las faltas graves culposas. 

 4. Multa, para las faltas leves dolosas. 

 5. Amonestación escrita, para las faltas leves culposas. 

 ARTÍCULO 45. Definición de las sanciones. 

 1. La destitución e inhabilidad general implica: 
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 a) La terminación de la relación del servidor público con la administración, sin que 

importe que sea de libre nombramiento y remoción, de carrera o elección, o 

 b) La desvinculación del cargo, en los casos previstos en los artículos 110 y 278, 

numeral 1, de la Constitución Política, o 

 c) La terminación del contrato de trabajo, y 

 d) En todos los casos anteriores, la imposibilidad de ejercer la función pública en 

cualquier cargo o función, por el término señalado en el fallo, y la exclusión del 

escalafón o carrera. 

 2. La suspensión implica la separación del ejercicio del cargo en cuyo desempeño se 

originó la falta disciplinaria y la inhabilidad especial, la imposibilidad de ejercer la 

función pública, en cualquier cargo distinto de aquel, por el término señalado en el fallo. 

 3. La multa es una sanción de carácter pecuniario. 

 4. La amonestación escrita implica un llamado de atención formal, por escrito, que 

debe registrarse en la hoja de vida. 

 ARTÍCULO 46. Límite de las sanciones. La inhabilidad general será de diez a veinte 

años; la inhabilidad especial no será inferior a treinta días ni superior a doce meses; 

pero cuando la falta afecte el patrimonio económico del Estado la inhabilidad será 

permanente. 

 La suspensión no será inferior a un mes ni superior a doce meses. Cuando el 

disciplinado haya cesado en sus funciones para el momento de la ejecutoria del fallo o 

durante la ejecución del mismo, cuando no fuere posible ejecutar la sanción se 

convertirá el término de suspensión o el que faltare, según el caso, en salarios de 

acuerdo al monto de lo devengado para el momento de la comisión de la falta, sin 

perjuicio de la inhabilidad especial. 

 La multa no podrá ser inferior al valor de diez, ni superior al de ciento ochenta días del 

salario básico mensual devengado al momento de la comisión de la falta. 

 La amonestación escrita se anotará en la correspondiente hoja de vida. (Ley 734/2002). 

 

 LEY 1952 DE 2019 – Modificada por la LEY 2094 DE 2021 “RÉGIMEN 

SANCIONTARIO”: 

 CAPITULO II 

 CLASIFICACION Y LIMITE DE LAS SANCIONES DISCIPLINARIAS 
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 ARTÍCULO 48. Clases y límites de las sanciones disciplinarias. El disciplinable está 

sometido a las siguientes sanciones: 

 1. Destitución e inhabilidad general de diez (10) a veinte (20) años para las faltas 

gravísimas dolosas. 

 2. Destitución e inhabilidad general de ocho (8) a diez (10) años para las faltas 

gravísimas realizadas con culpa gravísima. 

 3. Suspensión en el ejercicio del cargo de tres (3) a dieciocho (18) meses e inhabilidad 

especial por el mismo término para las faltas graves dolosas. 

 4. Suspensión en el ejercicio del cargo de uno (1) a doce (12) meses para las faltas 

graves culposas. 

 5. Multa de diez (10) a ciento ochenta (180) días del salario básico devengado para la 

época de los hechos para las faltas leves dolosas. 

 6. Amonestación escrita para las faltas leves culposas. 

 (Modificado por el artículo 9 de la Ley 2094 de 2021) (Ver Literal c) del Art. 14 de la 

Ley 1828 de 2017) 

 ARTÍCULO 49. Definición de las sanciones. 

 1. La destitución e inhabilidad general implica: 

 a. La terminación de la relación del servidor público o del particular con la 

administración, sin que importe que sea de libre nombramiento y remoción, de carrera 

o elección; o 

 b. La desvinculación del cargo, en los casos previstos en la Constitución Política y la 

ley; o 

 c. La terminación del contrato de trabajo; y 

 d. En todos los casos anteriores, la imposibilidad de ejercer la función pública en 

cualquier cargo o función, por el termino señalado en el fallo, y la exclusión del 

escalafón o carrera. 

 2. La suspensión implica la separación del ejercicio del cargo en cuyo desempeño se 

originó la falta disciplinaria y la inhabilidad especial, la imposibilidad de ejercer la 

función pública, en cualquier cargo distinto de aquel, por el termino señalado en el fallo. 

 3. La multa es una sanción de carácter pecuniario. 

 4. La amonestación implica un llamado de atención, por escrito, que debe registrarse 

en- la hoja de vida. (Ley 1952/2019) 
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Con la recreada información logra establecerse así que, aunque desde el código 

disciplinario único (Ley 200 de 1995, hasta la normatividad actual la clasificación de 

las faltas disciplinarias es igual y se refieren las diferentes leyes a las faltas gravísimas, 

graves y leves las modificaciones desde la citada ley a la fecha se denotan es 

precisamente en las sanciones a imponer dependiendo tanto el tipo de falta disciplinaria 

cometida como la culpabilidad que entraña cada una de ellas. 

Se resalta como de mayor relevando con la expuesta normatividad es que, con la ley 

200 de 1995 para las faltas disciplinarias gravísimas únicamente se imponía como 

sanción la destitución, ya en el código disciplinario único de 2002 (Ley 734) se 

contempla la destitución e inhabilidad general de 10 a 20 años y en el nuevo código 

general disciplinario (Ley 1952 de 2019), se aprecia que tiene que ver la destitución con 

la culpabilidad estableciendo que,  se impone destitución e inhabilidad general de diez 

(10) a veinte (20) años para las faltas gravísimas dolosas y la destitución e inhabilidad 

general de ocho (8) a diez (10) años para las faltas gravísimas realizadas con culpa 

gravísima, haciendo la distinción especial por la calificación de la culpabilidad.  

 

6.2 La Corte Interamericana de Derechos Humanos y su directa injerencia con el Derecho 

Disciplinario en Colombia.   

 

Teniendo de presente la medida cautelar 374-13-2014 de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos en el caso Gustavo Petro Urrego vs República de Colombia y posterior 

fallo de la Corte Interamericana de Derecho Humanos (IDH- 2020), junto con las 

recomendaciones del ordenamiento jurídico, que radican que, el señor presidente de la 

república de Colombia y el congreso deben establecer puntualmente el procedimiento de 

sanción, inhabilidad y destitución de funcionarios públicos elegidos por votación popular 

mediante proceso judicial, se da comienzo a un interesante debate sobre la potestad 

disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación; en este entendido es que, en el año 

2021 se gesta y comienza su aplicabilidad la modificación al código general disciplinario, 

es decir la Ley 2094 la cual de manera clara concede poderes judiciales a quien funge como 

procurador general de la nación y así proceder con el señalado procedimiento judicial que 

se adelante contra funcionarios públicos elegidos por votación popular, empero, tales 

instrucciones legales continúan en contra vía con lo dispuesto por la Corte IDH y que fue 

ratificado por la Corte Constitucional en Sentencia C – 030 de 2023. 
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Como dato de interés se tiene esa incidencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, como parte del bloque de constitucionalidad de los países que hacen parte del 

Pacto de Sanjosé; valga indicar que ciertamente al revisar tanto la competencia de la 

Procuraduría General de la Nación, como las leyes disciplinarias vigentes y hasta la potestad 

de sancionar inhabilitar y destituir a funcionarios de elección popular, puede indicarse que, 

se encuentra un vacío jurídico respecto del tema de los citados funcionarios y se advierte 

entonces, el incumplimiento de lo dispuesto por la precisada Corte Internacional; debe 

resaltarse que, puede Colombia verse inmersa en fuertes sanciones al momento en que la 

Corte proceda a verificar el cumplimiento del fallo. 

En cuanto a las competencias que el constituyente de 1991 concedió a la Procuraduría  

General de la Nación, han surgido pronunciamientos a este respecto los cuales se alejan de 

lo establecido en nuestra carta política en cuanto a tal referente, es así que, para Portillo y 

Sanjuan (2015), estas facultades constitucionales contenidas a la  luz  de  los  artículos  275,  

277  y  278  de  la Carta  Política  de  1991,  parecen  haber  sido exageradas, especialmente 

la facultad referida  a  la  de  destituir a los servidores públicos elegidos  a  través  del  voto  

popular, quienes  llegaron  a  la  administración pública como consecuencia del ejercicio 

legítimo que reside en el pueblo para elegir a sus representantes; siendo entonces de 

conocimiento de la Corte la citada competencia, cuando en el año 2018 el entonces 

procurador general de la nación, destituyó al alcalde del distrito capital es así que, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos se pronuncia a este respecto. (08.07.2020) 

Llega todo el asunto de supuesta vulneración de derechos políticos a esas instancias 

internacionales, obteniendo el concepto y criterios de la Corte una de tales decisiones fue la 

resolución de   levantamiento   de   medidas   cautelares 84/2020, en ella se defiende los    

derechos    políticos    como    derechos fundamentales,  es  así que la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos (2020) “Ordenó   la   desanotación de las sanciones  impuestas,  y 

exhortó al gobierno nacional, al Congreso de la República, y a la Procuraduría a 

implementar reformas respecto  a  las  facultades  disciplinarias  de  la Procuraduría”; en 

parte el Estado colombiano acoge lo dispuesto por este destacado estamento internacional. 

En   el   año   2021,   se implementa la reforma  al código general disciplinario (Ley  1952  

de 2019), mediante la ley 2094,  donde se le  dan  facultades a la procuraduría General de la 

Nación nuevamente para    investigar  y  sancionar funcionarios   de   elección   popular, 

previas algunas modificaciones que se hicieran a la citada ley 1952 de 2019, tal medida 
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conlleva a considerar que con exactitud no se  está  cumpliendo lo decidido por  Corte  en  

cuanto  a las competencias atribuidas al Procurador General de la Nación. 

Advierte la Corte Interamericana de los Derechos Humanos, que las competencias legales 

de la Procuraduría en Colombia, palmariamente deben estar alineadas con el artículo 23 de 

ese mismo competente de carácter internacional; es de indicar en igual sentido que, el 

Consejo de Estado (2021) en Sala de lo Contencioso Administrativo se pronunció al 

respecto: la Convención Americana sobre los derechos Humanos - Pacto de San José de 

Costa Rica - cumple con los requisitos del artículo 93 de la Carta Política y por lo tanto 

forma parte del bloque de constitucionalidad, y las decisiones de  la  Corte Interamericana   

de   Derechos Humanos,  constituyen  un  criterio  relevante para fijar el control de las 

normas que hacen parte del ordenamiento interno y es que, en igual sentido lo resalta la    

Corte  Constitucional en la sentencia T-653 de 2012.  

La Ley 2094 en su Artículo primero, modifica el Artículo 2 de la Ley 1952 de 2019, el 

párrafo dos declara que Artículo 2 [...] Se  le atribuye a  la Procuraduría General de la Nación 

funciones jurisdiccionales para la vigilancia superior de la conducta oficial de quienes 

desempeñan funciones públicas, inclusive los funcionarios de elección popular  y  adelantar    

las    investigaciones disciplinarias e imponer las sanciones de destitución, suspensión e 

inhabilidad y las demás establecidas en la ley. (Ley 1952/2019) 

En ese interés que, de algún modo demuestra el Estado colombiano para cumplir lo decidido 

por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, introdujo al Código General 

Disciplinario otra de las reformas y es la que se contempla en el artículo 40, se adiciona 

entonces un nuevo artículo a la Ley 1952 de 2019, el cual queda así: Artículo 225 A.  

Fijación del juzgamiento a seguir; cuando el expediente disciplinario sea recibido entonces, 

por el funcionario a quien corresponda el juzgamiento, por auto   de sustanciación motivado, 

decidirá, de conformidad con los requisitos establecidos en este Artículo, si el juzgamiento 

se adelanta por    el    juicio ordinario o por el verbal. Básicamente esta modificación 

materializa lo tocante a la separación de roles en el procedimiento disciplinario, indicando 

en forma diáfana la normatividad disciplinaria que, es una autoridad disciplinaria la 

encargada de la instrucción y otra la que resuelve en juzgamiento. (Ley 1952/2019) 

Pese a que se presentan las citadas reformas, aun así el cumplimiento al pronunciamiento 

de la Corte Internacional no se finiquita completamente, es de puntualizarse que,  un fallo    

de la  Corte Constitucional (2012) en la Sentencia T-653, establece: “Los   fallos   proferidos   

por   los   tribunales internacionales de derechos humanos, en ejercicio de la función  



45 

 

jurisdiccional  que, le reconocen los Estados, no deben encontrar obstáculos en su  

cumplimiento  y  no deben tener oposición por parte de las autoridades encargadas de 

cumplirlos.  

Al analizar tanto la normatividad disciplinaria actual y vigente en Colombia, como los 

pronunciamientos emitidos por las altas Cortes en todo nivel, puede establecerse que, se 

continúa a la espera de esas disposiciones que rigen la facultad de  la  Procuraduría General  

de  la Nación que tratan la temática de los servidores públicos elegidos por voto popular y 

para lograr garantizar la seguridad jurídica en el derecho disciplinario no le es dable al jurista 

continuar con la aplicabilidad de otras medidas y a la espera de una solución de fondo, sino 

que, tal solución debe conocerse y aplicarse lo antes posible, en el entendido que, se detecta 

clara deficiencia  del  sistema  legal y los miembros de las corporaciones públicas no pueden 

sujetos procesales  de las autoridades disciplinarias no judiciales,   siendo tal cuestión a la 

que, se referiría la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
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6.3 Pronunciamiento actual en la temática disciplinaria por cuenta de la Corte 

Constitucional Colombiana. 

 

La Corte Constitucional (2023) en Sentencia C-030, declara la inexequibilidad de las 

expresiones “jurisdiccionales” y “jurisdiccional” contenidas en los artículos 1º, 54, 73 y 74 

de la Ley 2094 de 2021 (que modificaron los artículos 2º, 238A, 265 de la Ley   1952   de   

2019)   y   de   la   expresión “ejecutoriadas” contenida en el artículo 54 de la Ley 2094 de 

2021, el  fallo de la Corte Constitucional dispuso que, las funciones jurisdiccionales 

concedidas a  la  Procuraduría  General  de  la  Nación  van en contravía de lo que nuestra 

Constitución política contempla, toda vez que, las sanciones de destitución, suspensión e 

inhabilidades a los servidores  públicos  elegidos  por  votación popular, le corresponde a 

un  juez de la jurisdicción contencioso administrativa. Aunque, si bien la Corte 

Constitucional derogó las funciones jurisdiccionales   de la Procuraduría General de la 

Nación, tal entidad administrativa sigue conservando la función disciplinaria sobre los 

funcionarios públicos de elección popular, radicándose un posterior control de legalidad 

ante un juez con funciones administrativas.  

Ciertamente, el fallo de la Corte Constitucional no resuelve de fondo el vacío jurídico 

relativo a la imposición de sanciones disciplinarias a los miembros de las corporaciones 

públicas y no logra armonizar el ordenamiento jurídico con las obligaciones internacionales 

asumidas por el Estado colombiano al sumarse al Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos.  

Realizado exhaustivo estudio a las competencias disciplinarias de la Procuraduría  General  

de  la  Nación,  se puede hacer referencias de tipo cualitativo y hermenéutico que de acuerdo 

con Mondragón (2020) citado por Alvarado y Celis (2022), indican que,  este órgano de 

control, al no formar parte de los otros órganos que en  su esencia integran la administración  

de justicia,  y por la calidad de  juez natural en  los procesos disciplinarios adelantados contra 

servidores    públicos y/o particulares que cumplen funciones públicas en el orden 

administrativo, tiene cierto reconocimiento con atisbo de restricciones legales; es decir que,  

aunque  cuente  con  competencias constitucionales por ser un órgano de control que es pre 

existente, independiente e imparcial para tal efecto, se le reservan algunas facultades y ello 

en razón a reconocimiento de derecho políticos elementalmente.  

Colofón de lo referenciado, puede  establecerse  que, la  Corte Interamericana de Derechos 

Humanos no  admite  que  un  órgano disciplinario  cumpla  funciones  judiciales como tal,  
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de acuerdo con Alvarado y Celis (2022), para ese estamento de orden internacional se hace 

inadmisible la posibilidad de atribuirle facultades jurisdiccionales a la Procuraduría General 

de la Nación; siendo así, adopta la Corte Constitucional sana y legal postura al emitir 

algunos remedios constitucionales y para el caso este tiene que ver con que, sí pueda la 

Procuraduría General de la nación imponer sanciones disciplinarias a los servidores de 

elección popular, pero, al someterse al recurso extraordinario de revisión, finalmente quien 

impone tal sanción es un juez adscrito a la jurisdicción contencioso administrativa. 

En tal entendido precisa la Corte que, la Procuraduría conservará, para todos los efectos, la 

potestad disciplinaria en los términos en que le fue atribuida por mandato constitucional, 

esto es, como una función originariamente administrativa, siendo así a tal organismo le 

compete  ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones 

públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; 

adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas sanciones 

conforme a la ley.  

Y como se citó precedentemente, la imposición definitiva de las sanciones de destitución, 

suspensión e inhabilidad a servidores de elección popular corresponderá al juez de lo 

contencioso administrativo, después de agotarse el procedimiento de naturaleza 

administrativa a cargo de la Procuraduría General de la Nación 

En apartes de la Sentencia C-030 de 2023, el jurista indica sin dubitaciones que, una lectura 

armónica del artículo 1º de la Ley 2094 de 2021 y respetuosa del cumplimiento de buena fe 

de los compromisos internacionales, admite una interpretación que no entraría en 

contradicción directa con los artículos 93 de la Constitución Política y 23.2 de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos y que, en efecto, es posible garantizar la reserva 

judicial para la imposición definitiva de las sanciones disciplinarias de destitución, 

suspensión e inhabilidad por parte de la Procuraduría; que, en ese sentido, la 

institucionalidad creada por la Ley 2094 de 2021 permite garantizar la reserva judicial para 

la imposición definitiva de las mencionadas sanciones a los servidores públicos de elección 

popular, en ejercicio del cargo, mediante la intervención del juez de lo contencioso 

administrativo, en tanto el Legislador adopta las medidas que considere conducentes al 

cumplimiento del estándar; porque valga precisarlo, esta medida legal no es definitiva y se 

está a la espera del ejercicio legislativo, como tal.  

Se hace la salvedad legal respecto que, la potestad disciplinaria de la Procuraduría 

corresponde a una función administrativa y así las cosas no puede imponer con carácter 
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definitivo las sanciones disciplinarias de destitución, suspensión e inhabilidad contra los 

servidores públicos de elección popular, sin la intervención del juez de lo contencioso 

administrativo.  

De tal manera y conforme a la interpretación que se le debe dar al artículo 23.2 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, la Corte Constitucional colombiana 

estableció en el cuerpo de la Sentencia C-030 de 2023, la determinación respecto de si el 

recurso extraordinario de revisión, como está estructurado en la Ley 2094 de 2021, es un 

instrumento idóneo que permite que la sanción disciplinaria sea definitivamente impuesta 

por un funcionario judicial. 

Debe resaltarse que, la Sala destaca que, por mandato de los artículos 1º y 57 de la Ley 

2094 de 2021, cuando se trata de servidores de elección popular, el trámite del mecanismo 

de revisión suspende la ejecución de la decisión sancionatoria impuesta por la Procuraduría 

General de la Nación, hasta tanto el juez de lo contencioso administrativo se pronuncie, 

garantizándose así la reserva judicial definida por el estándar derivado del bloque de 

constitucionalidad y que fue materializada por el Legislador en la Ley 2094 de 2021. 

Finalmente, se anota por cuenta de la Corte Constitucional que, en consonancia con lo 

dispuesto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el párrafo 96 de la sentencia 

Petro vs. Colombia, que hay una clara reserva judicial para la aplicación efectiva y definitiva 

de la sanción que puede restringir los derechos políticos de quienes fueron elegidos 

popularmente, dejando bastante claro la Corte Constitucional que, definitivamente no es la 

autoridad que ejerce funciones administrativas la que, entra a imponer de manera definitiva 

la sanción generadora de la limitación de los derechos políticos, pues existe una clara reserva 

judicial para ello.  

De otra parte, en la referida sentencia se señala que, las decisiones adoptadas en su Sala 

Plena no excluyen otras que el Congreso de la República pueda y deba cumplir por las 

órdenes proferidas por la Corte Interamericana, toda vez que, la Corte se limitó a resolver 

los puntos interpretativos directamente relevantes para desarrollar los cargos presentados en 

la demanda de constitucionalidad, es en ese escenario de las responsabilidades que le atañen 

a nuestro congreso, donde se puede apreciar que, se resolverá de plano todo el problema 

jurídico actual y es con la sanción y promulgación de la ley disciplinaria para los servidores 

públicos de elección popular, se pretende entonces conocer muy pronto el estatuto donde 

las reglas resulten perspicuas y destacado el respeto por los derechos políticos, dando 

entonces cabal cumplimiento a lo ordenado por la Corte Internacional.    
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7. Análisis y discusión de resultados 

 

Es de tenerse presente entonces que, pese a la importancia que representa en la generalidad 

el Derecho Disciplinario en nuestro país y aun teniendo tanto un pronunciamiento de carácter 

internacional como la directa supervisión de este ente sobre la decisión adoptada, continúa sin 

sancionarse el estatuto para el servidor público que sin dubitaciones apuntará es a garantizar 

derechos constitucionales que la comunidad internacional no solo reconoce, sino que, en igual 

sentido super vigila. 

Precedentemente pudo anotarse que, el derecho disciplinario a nivel internacional resulta 

ser único en cuanto al procedimiento legal adoptado y también en lo relativo a su génesis y 

desarrollo, sin embargo, ello no representa que se encuentre absolutamente finiquitado lo que 

en su entorno comparta  y que, en verdad se presente con formalismos legales y reconociendo 

como tal principalmente los derechos fundamentales de quienes en un momento dado pueden 

fungir como investigados bien sea, directamente quienes ostentan la calidad de servidores 

públicos como aquellos particulares que cumplen función pública, aún en este sentido, es deber 

del Estado pronunciarse respecto de lo estipulado por el estamento internacional. 

En este orden de las cosas, lo que se avizora es poder contar con un estatuto para el servidor 

público en Colombia que, por presentarse tan completo conceda la real posibilidad legal a que 

la leyes vigentes en materia disciplinaria procedan para los servidores públicos sin tal calidad 

y que, diferenciando como corresponde tales envestiduras se cumpla con el objetivo principal 

de tal derecho disciplinario que, básicamente compete en sí a conservar tanto la moralidad 

administrativa como orientar a que, no surjan casos de corrupción estatal y de presentarse 

aquellos que se apliquen como la ley en forma diáfana lo señala, los correctivos disciplinarios 

a lugar, cumpliendo en tal sentido con el objetivo de encauzar la disciplina que, pueda haber 

sido vulnerada. 

Puede entonces interpretarse como resultado de la investigación efectuada que, en la 

actualidad y primordialmente por el pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, el Derecho Disciplinario adquiere una connotación distinta y la invitación implícita 

está en que, el jurista proceda a adecuar tal disciplina del derecho a la actualidad jurídica 

nacional; en el mismo sentido la principal reflexión en la que se descansa cuando se investiga 

y examina tanto la normatividad disciplinaria como los pronunciamientos jurisprudenciales es 

que, es de tal magnitud su relevancia por considerar el tema del comportamiento y conducta de 

quien le sirve al Estado que, en igual sentido debe estar estructurado su campo jurídico – legal.  



50 

 

8. Conclusiones y recomendaciones 

 

8.1 Conclusiones 

 

En Colombia el Derecho Disciplinario resulta ser una especialidad del derecho público 

interno, que, se encuentra en constante evolución y su importancia día a día aumenta, como 

crece en igual sentido el deber de conocer tanto la normatividad legal que rige tal especialidad, 

como el procedimiento que se utiliza para hacerlo efectiva y se incluye en tal conocimiento 

general, los pronunciamiento de altas cortes en todo orden; de manera tal que, al ser un área 

del derecho destacada y dinámica sujeta está a re estructuración legal,  debe someterse de la 

misma forma a controles permanentes no solo en nuestro país, sino también ante la comunidad 

internacional principalmente en lo que, a Derechos Humanos respecta y ello por la población 

que tiene como objeto el Derecho Disciplinario, debe estar dispuesto el Estado colombiano a 

someterse a los cumplimientos que, en razón a las revisiones a las cuales se someta esta 

normatividad puedan surgir, revisiones que, también corresponda indicarlo, pueden surgir en 

forma espontánea o por algún tipo de demandas contra el Estado por las determinaciones 

adoptadas en su desarrollo. 

Dos aristas claras resultan del estudio realizado y fue poner al tapiz del documento de 

investigación todo lo que concierne al derecho disciplinario en su generalidad haciendo esa 

correcta y necesaria revisión de esa especialidad desde otrora y sorprenderse ante la evolución 

y resultados que se obtienen de la aplicabilidad de la ley disciplinaria en nuestro país y ya 

ubicados en la actualidad proceder además, con la identificación y descripción de las 

vicisitudes que se avizoraron por el pronunciamiento que hizo la Corte Interamericana de los 

Derechos Humanos, en razón a la solución de una demanda interpuesta contra la República de 

Colombia, observando ese alto estamento internacional que es indispensable la adopción de 

medidas por cuenta del Estado colombiano y proteger principalmente los derechos políticos. 

Se resalta con la revisión de la normatividad legal y vigente disciplinaria en Colombia, que 

de cierta forma actualmente se asemeja lo presentado a un vacío jurídico, por cuanto no se gesta 

aún la ley que, determine el estatuto disciplinario los servidores públicos de elección popular 

y se está entonces ante el incumplimiento de lo dispuesto por la Corte Interamericana de los 

Derechos Humanos, aunque tanto la Procuraduría General de la Nación como las Altas Cortes 

procuran dar cabal cumplimiento a lo decidido por el estamento internacional, se aprecia que, 

la determinante solución aún no se produce. 
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Se tiene que, con la promulgación de la ley 2094 de 2021, donde básicamente se conceden 

ciertas funciones jurisdiccionales a la Procuraduría General de la Nación, permite inferir esa 

preocupación de nuestro Estado colombiano no solo por cumplir lo ordenado, sino también por 

garantizar derechos a todos los servidores públicos en general y haciendo especial énfasis a los 

derechos políticos.  

Considerando la necesidad de asegurar los postulados constitucionales y las garantías 

procesales de juez natural y de reserva judicial para la determinación de la sanción que restrinja 

los mencionados derechos políticos de servidores públicos de elección popular, contenidas en 

el bloque de constitucionalidad, en tal entendido en su debido momento nuestra Corte 

Constitucional. integró la unidad normativa con las disposiciones que regulan el recurso 

extraordinario de revisión, establecido por el Legislador en los artículos 54 a 60 de la Ley 2094 

de 2021, que adicionan los artículos 238A a 238G del Código General Disciplinario (Ley 1952 

de 2019). Lo anterior, con la finalidad de analizar su constitucionalidad, en particular respecto 

de la decisión de inexequibilidad de la atribución de funciones jurisdiccionales a la 

Procuraduría General de la Nación para modular su aplicación conforme a la Carta, respecto 

de la sanción disciplinaria de los servidores de elección popular (destitución, suspensión). 

Es concluyente que, la armonización de la decisión adoptada por la Corte Constitucional, 

implica la consecuente conformidad de la interpretación de la Constitución Política, con la 

Corte Interamericana de los Derechos Humanos, como parte del bloque de constitucionalidad. 

Ello significa que las subreglas constitucionales estructuradas se basan en la interpretación, 

tanto de las disposiciones constitucionales como de la propia Corte. 

Lo expuesto significa que, lo decidido en la sentencia C-030 de 2023, tiene efectos en todo 

el ordenamiento, por lo que debe ser cumplida por todas las autoridades judiciales y 

administrativas. De tal suerte que, cada una de estas debe ejercer sus competencias con el 

debido respeto por la interpretación que se ha sido fijada por la Sala Plena de la Corte 

Constitucional. Ello implica aplicar la garantía de la reserva judicial en la imposición definitiva 

de las sanciones de destitución, suspensión e inhabilidad a los funcionarios públicos elegidos 

popularmente, sin perjuicio de otras normas constitucionales que directamente asignan a 

autoridades administrativas la competencia para retirar del cargo a servidores públicos de 

elección popular. 
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8.2 Recomendaciones 

 

A partir de los resultados obtenidos y todo el trasegar investigativo respecto del derecho 

disciplinario en Colombia, en términos generales se deberá procurar cumplir con las siguientes 

recomendaciones: 

Se recomienda implementar en las diferentes universidades del país esa forma segura para 

que, los futuros profesionales del derecho tengan un cercano encuentro casi que permanente  

con el derecho disciplinario en particular, ello por la destacada importancia de esta área del 

derecho que, nos compete e involucra a todos en nuestro país y en ese mismo ejercicio 

académico, propender porque se conozcan en detalle esas vicisitudes que posterior al 

pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos han surgido en Colombia 

respecto concretamente del derecho disciplinario y su aplicabilidad.  

 Es recomendable tener presente que, a la fecha, si bien la Corte Constitucional derogó la 

función jurisdiccional que descansaba en forma legal y desde otrora en la Procuraduría General 

de la Nación, esta entidad administrativa sigue conservando la función disciplinaria sobre los 

funcionarios públicos de elección popular y se garantiza es posterior control de legalidad ante 

en un juez con funciones administrativas y en esa forma respetar derechos políticos.  

Es importante tener en cuenta que las acciones específicas que se toman pueden variar según 

las circunstancias y la gravedad del incumplimiento por parte del Estado. Las sanciones exactas 

pueden diferir en cada caso.   

Se recomienda para evitar que el Estado colombiano se someta a drásticas sanciones 

emitidas por la comunidad internacional, que el congreso de nuestro país pueda promulgar lo 

antes posible el estatuto disciplinario del servidor público y allí contemplar el cabal 

cumplimiento de lo que, en su momento ordenara la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. 

Es ideal y urgente poder dar cabal cumplimiento a las determinaciones que se adoptarán en 

el reconocido organismo internacional y así evidenciar que tanto nuestro país, como el derecho 

disciplinario siempre están sujetos a la legalidad; se finiquita recomendando en forma especial 

la motivación para que, el Derecho Disciplinario siga siendo objeto de sendas investigaciones 

y comprendiendo sus vicisitudes tener estrecha relación con el mismo, evitando sus 

transgresiones desde cualquier óptica y coadyuvar así en la función pública al cumplimiento 

de principios y fines del Estado. 
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